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\ Fffiqqilciudad de Asunción, Capital de la República del Paraguay, a

1jf'''":a"l;\e\ días, del mes de oc\u\Íe , del año dos mil trece,

;k#il'm+¿,*á";"il?ill""'iTf +'¡'TtitllT5fr "ff dHÉt'Tf El?,'?i

iiañuBr, l¡úñnZ RoDRÍcUEz, JoSÉ RAúL ToRRES KIRMSER' ALICIA

nnetnrzPUCHETADEcoRREAySINDULFOBLANcoylosConjueces

Y SENTENCIA NÚMERo:\-t\\ -tresc'tentos lei:--' -

Justici4 resolvió pLantear y votar la siguiente:

CUESTIÓN:

¿Es procedente la Acción de Inconstitucionalidad deducida?.
siguiente
TORRES

PAIVA

VALDOVINOS Y VILLALBA FERNÁNDEZ,.-

de 2008 dictada por la Jueza de Primera Instancia en lo civil y comerciai del cuarto
Tumo.

2.'Al fundar Ia resolución impugnada el Tribunal sostuvo que: "El
denegado, por el A-quo' El Art' 40 de la Constitución Nacional
derecho a peticionar a las autoridades es un debg hacerse

Éracticado eL sorteo de Ley para determina¡ el o¡den de votación, dio el

resultado:'FftETES, BAREIRo bp Ir¡Óuc¿, NÚÑEZ RODRÍGUEZ'

KIRMSER, BLANCO, PUCHETA DE CORREA, NÚÑEZ GONZÁLEZ,

veiÉñuNa NúñBz corqzÁLEz, oScAR AUGUST6 PAryA- VALDovINoS y

ñ-nnl ül,l¡f,BA FERNÁIYDEZ, éstos ultimos integran este Alto Colegiado por la no

aceptación de los Doctores MIGUEL OSCAR BAJAC ALBERTIM y CESAR

ANTONIO GARAY y la ausencia dejada por el Doctor JoSÉ V' ALTAMIRAI{O
¡qUINO, respectivamlnte, bajo la Presidencia del Primero de los nombrados, por Ante

mí, el Secretario autorizante, sl trajo al a"rrerdo el Expediente inütulAdo: "ACCIÓN DE

rñ'COXSuTUCTONAIIDAD nÑ nl JUICIO: "DEFENSORÍA DEL PUEBLO C/

MUMCIPALIDAD DE SAN LORENZO S/ AMPARO", a fin de resolver la Acción de

Inconsütucionalidad incoada por el Defensor del Pueblo de la República, Abogado Manuel

María páez Monges, bajo patiocinio de Abogados, en representación del sefror José Daniel

vargas Telles, .o-ttttu.i¿". y sent. No 78 del 16 dejulio de 2008 dictado por el Tribunal de

Apelación en lo Civil y Comercial, 5ta. Sala de la Capital.----: previo estudio de los antecedentes dei caso, la Excelentísima Corte Suprema de

A la cuestión planteada el Doctor FRETES dijo: El Defensor del Pueblo de la

República, Dr. Manuel Ma¡ía Páez Monges, bajo patrocinio de los abogados Sheila R.

ebed nuarte, H. Benjamín Fernández Bogado, Iosé María Costa y Ezequiel Francisco

santagada, interpuso acción de inconstitucionalidad contra el Acuordo y sentencia No

78 del 16 de julio de 2008, dictado por el Tribunal de Apelaciones en 1o civil y
comercial Quinta Sala, de la capital, en los autos individualizados precedentemente.--

1.- La resolución en cuestión resolvió confirmar la S.D,No 105 del 13 de marzo
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datos de los sueldos de terceras personas tiene su contrapeso jurídico en el derecho

constitucional a la intimidad, por tanto, al condicionar la ley a la autorización de los

afectados, la petición realizarla vía amparo constitucional es improcedente al no

¡decuarse at Art. 134 en Ia parte que dice que se vea afectado por un acto
r,manifiestamente ilegítimo". La denegación por parte de la Municipalidad de san
Lorenzo de proveer dicha información se ajusta estrictamente a la Constitución
Nacional y la 1.682/00, Por otra parte no h¡ referido cual es el daño:que le. o,qasiona

ta falta de provisióñ de dichos datos al peticionante, Al faltarle el.prime4 requisito
mencionad; es suficiente para confirmar el rechazo del amparo;'.por t4nto,, debe

confirmarse la s,D, No 105 de fecha 13 de marzo de 2008, con Gostas, a la parte

perdidosatt.--- t-ú---ri¡'+-----:::---+
3 - Que, en fecha 9 de noviembre de 2009 los representantes convencionalgs d9.

la Municipalidad de san Lorenzo opusieron las excepciones de falta de personería y

falta de ácción y contestaron la demanda. Para sostener la excepción de falta de

personeria afgumentaron que el Defensor del Pueblo no habia acompañado el poder

que acreditara la representación del señor José Daniel Vargas Telles, mientras que al

referirse a la excepiión de falta de acción arguyeron que la Ley 631/05 "Orgánica de

la Defensoría del Pueblo" no lo habilita a p)arúear acciones de inconstitucionalidad.

Finalmente contestaron la demanda, sustentando que la actola debería haber planteado

su reclamo por la vía contencioso-administrativa y no a través de la acción de amparo,

haciendo suyos los argumentos vedidos en su momento por la Jueza de Primera

Instancia en lo Civil y Comercial del Cuarto Turno.---------'-
4.- Que, el 23 de feb¡ero de 2010 en los términos de la Acordada.N' 479 del 9

de octubre de 2007, se'convocó por el término de 15 días a los intetesados en emitir su

opinión fundada en la presente coltroversia como "Amigos del Tribunal", a los

electos de proporcionar elementos técnicos especializados que pelmitan a esta Sala

Constitucional de la Corte Suprema de Justicia legitimar adecuadamente su decisorio
y dar respuesta razonable al interés de la colectividad'--=-------- 

5.- Que, el 25 de febrero de 2010 se presentaron los escritos de los "Amigos del

Tribunal", a saber: a) El del "open society Institute- open society Justice Initiative"
(Instituto de la Sociedad Abierta - Iniciativa Pro Justicia de la Sociedad Abierta) de la

ciudad de Nueva York, Estado de Nueva York, Estados unidos de América (fs. 182 a

235); y, b) El de las siguientes organizaciones no gubernamentales sin fines de lucro

,*t*oj"tur, integrantei de la denominada Alianza Regional por la Libertad de

Expreiión e Información: ,'Asociación Instituto Prensa y Libertad de Exptesión -
IPaEX' de la Ciudad de San José, República de Costa Rica; "Fundación para la

Libertad de Prensa - FLIP", de la ciudad de Bogotá, República de colombia;
"Fundación Pro Acceso", de la Ciudad de Santiago, República de Chile; y'
.,Fundacién Andina paru la observación y Estudio de Medios - FUNDAMEDIOS", de

la Ciudad de Quito, República de Ecuador (fs. 9l a 178)'¡u4u !r9 vurlur a\lPuu¡¡vs sv
' 6.- Asimismo, aáhi¡i".on a esas presentaciones: El Dr. Mario Paz Castaing, en

representación de la organización paraguaya "Cent¡o de Info¡mación y Recursos para

el Desarrollo - CIRD- (fs.56 a 57); el señor Álvaro Hertero, Director Ej ecutivo de la
..Asociación por los Derechos civiles - ADC" de la ciudad de Buenos Aires,

Reprlblica Argentina (fs. 5S); el señot Juan Javier Zeballos Gutiérrez, Di¡ector

Ejácutivo de lá..Asociación Nacional de la Prensa - ANP", de la Ciudad de La Paz,

del Estado Plurinacional de Bolivia (fs. 59/60); el señor Edison Lanza Robatto,

Director Ejecutivo del .'centro de Acceso a la Información Pública * cAINFo" de la

Ciudad de Montevideo, República Oriental del Uruguay (fs. 61/62); la señora Katya

salazar, Directora Ejecutiva de la "Fundación para el Debido Proceso Legal - DPLF"'
de la Ciudad de Wáshington DC, Estados Unidos de América (fs. 63/64); la señora

Karina verónica Banfi, secretaria Ejecutiva de la "Alianza Regional por la Libertad

de Expresión e Información" (fs. 65/66); y la Dra. María Jesús Bogado de "'/// "'
.4' .'ijlj'
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en representación de la organización paraguaya "Semillas para la
(fs.236/237).--

Que, en fecha 19 de marzo de 2010 también adhirie¡on a los escritos de los
del Tribunal" citados precedentemente, la organización '.Instituto prensa y

Sociedad - IPYS", de la Ciudad de Lima, República del peru (fs.2431?45) y la
organización "Trust forthe Americas" de la ciudad de Bogotá, Repriblica de col-oÁbia
(fs. 2s0).

8.- Que, en fecha 2 de junio de 2011 se hizo sabqr a las partes que la Sala
constitucional para entender estos autos se encuentra integrada con loi Doctores
Antonio Fretes, Víctor Núñez, Gladys Bareiro de Módica, Raúl
Sindulfo Blanco, Alicia Pucheta de Correa, Valentina Núñez, Nerl

Torres Kirmser,
Villalba y Oscar

9,.- Que, en primer término cabe analiza¡ las excepciones de falta de personería
y falta de acción opuestas por los representantes convencionales de la Municipalidad
de san Lorenzo. Las mismas deben ser rechazadas. Los incisos 7) y g) dei articulo l0
de la Ley 631/95 establecen que "son deberes y atribuciones del Defensor del pueblo;
('..) 7) interponer Hábeas corpus y solicitar amparo, sin perjuicio del derecho que le
asiste a Ios particulares; 8) actuar de oficio o a petición de parte para la defensa de Ios
derechos humanos, la canalización de los reclamos populares y Ia protección de los
intereses comunitarios". como bien señala el Defensor áei pueblo-en eiescrito en el que
interpone la presente demanda de inconstitucionalid.ad, sería ilógico y antifuncionai al
ejercicio de los deberes y afribuciones de su cargo y los de la befensoría del pueblo
que, por -un lado, pudiera solicita¡ amparo a favor de una persona quo es victima de un
menoscabo o negación de sus derechos humanos y que, por el otio lado, no pudiera
desauollar en plenitud todas las. posibilidades que el marco constitucional y legal
prevén para evitar la consumación jurisdiccional de ese menoscabo o negacibn.
Durantela tramitación del juicio de amparo cuyo resultado adverso motivó la piesente
acción, la Defensoría del Pueblo interpuso amp¿*o a favor de1 señor Josi Daniel
vargas Télles,oasumiendo de hecho su representaiión procesal y alegando violaciones
al derecho de acceso a la información pública que, sostuvo, es un derecho humano.
Pudiendo la Defensoría del pueblo actua¡ de oficio para la defensa de los derechos
humanos no parece razonable.exigirre que las presuntás víctimas le otorguen on poá.,
para actuar en su nombre, ni mucho menos negarle la posibilidad de interponer la
acctón de inconstitucionalidad cuando esa es la única vía idón"u p*a intentar conjurar
una posible violación de los derechos humanos de un habitante dé la Repriblica.---"-----

10.- Que, cabe además analizar la objeción planteada en el Dictamen N" 1.g13
de la Fiscalia Gene¡al del Estado. Ante todo, 

"oorri"tre 
resaltar de antemano oue en el

presente c.so no se dan las circunstancias acaecidas en los precedentes citádos, En
éstos, los fallos de segunda instancia confirmaron los de primera instancia con
fundamentos similares. En el caso que nos ocupa el fallo de primera instancia rechazó
!a acción de amparo sosteniendo que la vía procesal elegida por Ia Defensoría del
Pueblo no era Ia adecuada, en razón de que él Juez actuante éntendió que s¡te una
negativa a entregar la información pública solircitada en su opofunidu¿ por/d{ ,"no,
Vargas Télles debería haberse interpuesto unaf\cción conten;ioso ua-in¡rt/4iuo gl
A-quo no analizó siquiera si el solicitante tenía I nojerecho a que se I".;lS;;, la
información que había requerido.

I l - Por otro lado, el fallo
fundamento, sino que negó

NUÑry R.

no hizo ryfla menor
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categóricamente que el sefior vargas Télles hubiera tenido derecho a acceder a la
infoimación solicitada. En cierto sentido, .e1 Ad-quem hizo lugar al planteo de la
actora en. relación a que su pretensión era atendible en el marco de una acción de

amparo, pero la rechazó por considerar que no tenía el de¡echo que invocaba.--- 
li.- Ahora bien, tampoco es cierta la afirmación de que el Defensor del Pueblo

no ha cuestionado la constitucionalidad del fallo de primera instancia. En efecto, el

accionante solicitó la declaración de inconstitucionalidad del fallo,, de-;. segúnda

instancia, confirmatorio del de primera instancia, cuestionando la constitucionalÍdad

de ambos y fundando en términos concretos su petición. En el acápite.5.2'9e .lee: f.¡En

este punto, se reiterarán -¿unque en forma ampliada- los argumenfos 
.1er$a91,1¡1 

et

escrito de inicio dá la acción de amparo que culminó con el nulo e inconstitucional Ac y
sent. Nro, 78 del 16 ile julio de 2008, Ello por un doble motivo. Primero, para cumplir
con el requisito de autosuficiencia que necesita todo escrito introductorio de un nuevo

proceso, segundo y más importanfe, porque son los argumentos que fanto la jueza de

primera instancia como los infegrantes del Tribunal de Apelaciones en lo civil y

bomercial. Sala Sta., obvi¡ron considerar en sus deci¡iones, lo cual IoS descalifica como

actos jurisdiccionales válidos". Inmediatamente después expuso cuál hubiera sido a su

entenáer el de¡echo aplicable a 1a solución deL caso y, entre esos argumentos, citó las

decisiones j urisdiccionales en las que solicitudes de acceso a la información habían

sido acogidas por lavíadel amparo: s.D.N" 40 del 31 de julio de 2007, dictada por el

Juzgado de Liquidación y Sentencia N" 1; S'D.N' 15 del 27 de septiembre de 200'7 '
dictáda por el Juzgado de Liquidación y Sentencia No 7; y, S.D.N" 51 del 2 de mayo

de 2008, dictada por el Tribunal de Apelaciones en 1o Civil y Comerqial, Sala 3' de

Asunción.
13.- Que, en estas condicio¡es no existen impedimentos para que esta Sala

Constitucional de la Corte Suprema de Justicia analice el fondo del as1¡nto.--------------
14.- Que, el caso que nos ocupa tuvo su origen en la petición de acceso a la

información que el señor José Daniel vargas Télles realizó al señor Intendente
Municipal de la Ciudad de San Lotenzo el dia 4 de mayo de 2007' en la que le
requirió *copia impresa de cantid¡d de empleados contratados y nombrados, con sus

nombres y ape[idos, puestos de trabajo y salarios respectivos de los que se encuentran

frabajando en los disfintos departam€ntos de la municipalidad de San Lorenzo".Invocó
a favor de su derecho los artículos I,28 y 45 de la Constituciór¡ asf como "los instrumenfos

intern¡cionales que en la materia el Paraguay ha ratilicado" (fs. 13 de1 expediente del

juicio de amparo).
15.- Que, en consecuencia, y atento el

Ad-quem, la cuestión a decidir versa sobre

consaqrados en la Constitución: el derecho a

intimidad (art. 33).*---
16.- El primero cuenta con una minima regulación legal (art. 2 de la Ley No

l.68210l, textJsegún Ley N" 1.969/02; y ¿,tt.68 de la Ley No 3.966/10); mientras que

el segundo se encuentra extensamente regulado en la Ley N' 1682/01, texto según Ley

l.g6il1¿, y en el Código Penal, artículo 143 (Lesión de la intimidad de la persona).---

17.- que, a fin de dete¡minar la existencia de un conflicto de dsrechos de igual
jerarquía, lo cual obligaría a ¡ealizar un juicio de ponderación y armonización,

priméramente debemos proceder a analizar las características de cada uno'--------------
18.- Que, como punto de partida se debe hacer referencia al artículo 28 de la

Constitución, el cual en su pafte pertinente establece lo siguiente: "Se reconoce el

derecho de las personas a recibir información veraz, responsable y ecuánime. Las

fuentes públicas de información son libres para todos' La Ley regulará las modalidades'

plazos.y sanciones correspondientes a las mismas, a fin de que este derecho sea

if"ctivoí. Asimismo, la Repriblica del Paraguay, mediante la Ley No 1/89 ha aprobado

y ratificado la Convención Americana de Derechos Humanos, cuyo artícu1o 13

áirpotrr, en su pafte pertinente: "1. Toda persona tiene derecho a la libertad de,..lll... '

'Á.

sentido de lo resuelto por el Tribunal
el aparente conflicto de dos derechos
informarse (art. 28) y el derecho a la



1ño{|
-',1

,&o*'l$ --.-
i| /'

rl\ \ ¡

AC

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
d. h Proú/¡¡cjón delP¡cgu¡y cono Rrpúbli¡ 181J.Ilf,

ACCION DE INCONSTITUCIONALIDAD EN EL
JUICIO: "DEFT¡.¡SONÍ¡. DEL PUEBLO Cl
MTJNICIPALIDAD DE SAN LORENZO S/
AMPARO". ¿ÑO:2008 -N" 1054.-----

ha

n ¡,"

y de expresión. Esfe derecho" comprende la llbertad de buscar,
infonnaciones e ideas de toda Índole, sin consideración de fronteras,
por escrito, o en forrna impresa o drtística, o por cualquier otro

a su elección, 2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente
estar sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulterlores las que deben

fijadas por Ia ley y ser necesarias para asegurer; a) El'respeto a Ios
o Ia reputación de Ios demás; o, b) La protección de Ia Seguridad Nacionaln el

orden público o la salud.o la moral públicas". Luego, mediante la Ley N" 5/92 se ha
aprobado.la adhesión efectuada por nuestro país al Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos, cuyo artículo 19 prevé: "1. Nadie podrá ser molestado a causa de
sus opiniones, 2. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión; este derecho
comprende lá libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda
índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa
o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección.3. El ejercicio del derecho
previsto en el párrafo 2 de este artículo entraña deberes y responsabilidades
especiales. Por consiguiente, puede estar sujeto a ciertas restricciones que deberán, sin
embargo, estar expresamente frjadas por la Ley y ser necesarias para: a) Asegurar el
respeto a los derechos b a Ia reputación de los demás; b) La protección de la seguridad
nacional, el orden público o Ia salud a¡ Ia morat públicas",

19.- Que, la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso ,,Claude

Reyes vs. chile" ha interpretado el artículo 13 de Ia convención en los siguientes
términosr "el artículo 13 de la convención, al estipular expresameute los derechos a
'obuscar". y a '¡recibir informaciones", protege el derecho que tiene toda persona a
solicitar el acceso a la información bajo el control del Estado, con las salvedades
permitidas bajo el régimen de restricciones de la convención. consecuentementg dicho
artículo ampara el derecho de las personas a recibir dicha información y la obtigación
positiva del Estado de suministrarla, de forma tal que Ia persona pueda tener ¡cceso a
conocer esa i¡formación o reciba una respuesta fundamentada cuando por algrÍn
motivo permitido por..la convención el Estado pueda limitar el acceso a la -isma p'u.
el caso concreto, Dicha información debe ser entregada sin necesidad dé acreditar un
interés directo para su obtención o una afectación personal, salvo en los casos en que se
aplique una legítima restricción. su entrega a una persona puede permitir a su vez que
ésta circule en la sociedad de manera que pueda conocerla, ¡cceder a ella y
valorarla' De esta forma, el derecho a la libertad de pensamiento y de expresió'r
contempla la protección del derecho de acceso a Ia información bajo el control del
Esfado, el cual también contiene de manera clara las dos dirnensiones, individual y
social, del derecho a la libertad de pensamiento y de expresión, las cuales deben ser
garantizadas por el Estado de form¡ simultánea".---------

20.- Que, la Corte lnteramericana de Derechos Humanos es el miáximo órsa¡¡o de
interpretación de las disposiciones de ia convención, siendo en consecuencia lógico y
¡aznnable que sus decisiones sea¡r consideradas por esta corte suprema de Justfcia. Ello
permitirá evitar eventuales decisiones adversas para nuestro país por de los
principios de la ConvenciórL qüe comp¡ometerian su responsabilidad intemacional.

2l.- Que, la Corte Interamericana de Derechos Humanos en -el fallo
sostenido.que el "derecho de acceso a la admite
restricciones" y ha fijado tres requisitos: término
fijadas por ley como queden al

segundo lugar, objetivo
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permitidoporlaconvenciónAmericana.A|respecto,elartículo13'2delaConvención
permitequeser:eaücenrestriccionesnecesariaqparaasegurarttelrespeto.alosderechos
á a iu rJputución de los demás, o ,,la proiección de- la seguritlad nacional;'el orden

p"¡if." .,'1" *"l rd o l" moral públicad'..aFinalmente, tas restricciones que se impongan

tteben ser necesarias en un^a sociedad ilemocráticat lo que depende de.que estén

orientaclas a satisfacer un interés público imperativo' Entre varias opciones para

ui."o"". ese objetivo, debe escogersJ aquélla que restrinja en menor 
-escal1.$ 

dellctto

pt*"giá". f- ¿Écir, fa restriccióñ a"u"t"" ptpo.rcional aI integ^Hl:-',ti1*:: t:::::
il.;"ffiH;;;;i."*;;;l logro de 

"r" 
rrgiu*o objetivo, inrerfiriendo en ia menor

metlirla posible en el efectivo ejercicig del derecho"'-------;::;--.:-::j:"--" ;-*-" 
,á:'a;q'ü i;;*,i"ión dada en este caso por la Corte Interamericana de

Derechos Humanos se ajusta plenamente a nüestro régimen 
- 
constitucional'

""r""i-rir*J" 
con precisióri los alcances y las condiciones de aplicación del-derecho

de acceso a la información, criterios q.," .oo igualmente aplicables en la República del

Paraguay.-------:------------------ ""-í2._Que, 
ofrecidas las consideraciones que anteceden, resta ahora analizar si Ia

solicitud d"icc".o a la información realizada por el seño¡ Vargas Télles se ajusta a

"ri" 
l"t..pttt"tión o si, por el contrario, entregar la información requerida podría

yulnerar derechos de terceros.'---'*,-;4. a;;;;ii;b;; Ad_quem ha sostenido q_ue r.Et hecho de pedir datos de los

sueldos de terceras perconas tiene su contrapeso jurídico en el derecho constitucional a

l¡ intimitlad".--'-'-'---Ji-q"e, 
el artículo 143 del código penal al castigaf el hecho 9.. .*plo.-t h

intimidad de-otro, especifica que debe enténderse por intimidad a "la es-fera p,Tt:"11

haber sido proporcionados sin cuestionamienfo alguno'---.-_- -28,-'Que, 
con relaoión a la información.¡elativa al sueldo de los funcio...///...

iiir-" A" su vida y especialmüte su vid¡ f¡miliar o sexual o su estatlo de salud"' Esta

definición de intimidad guarda relación con Ia de datos sensibles contenida en la Ley

ñ; ieazror, texto según Ley N" l.969102, a los que define como "los referentes a

p"*.i"".i", raciales-o étnicas, preferencias. políticas, estado inrlividual de salud,

iooni""iot., religiosas, filosóficas o morales; intimidad sexual y' en general' los que

;;;;"" p.r¡oiiios y iliscriminaciones' o afecfen l¡ dignidad' la 
, 
privacidad la

intimidatt áoméstica y'la imagen privada de personas o familias" (artículo 4).-:---'^---i¿._ 
eue, la Ley N.-t.e-A201, texto segirn Ley N" 1.969/02, contiene una

casuísti; pri"iru qu" cabe exponer para clarificar la cuestión. Esta Ley distingue

"rti"-a"i"r' 
p.rsonaies públicoi y datbs personales p_rivados' Los primeros son "los

;;ñ ;;" consisfan únicamente en nombre y apellido, documento de identidad,

áo_i.irio, edad, fecha y lugar de nacimiento, estado civil, ocupación o profesión, Iugar

de trabajo y teléfono ocupacional" (artículo 6, inciso a). A los datos_ personales

privados los subdivide en datos sensibles y datos patrimoniales. Con relación a los

áuto.l.i"uaor sensibles, la Ley prohíbe "dar a publicidad o difundir datos sensiSles

de personas que sean explicitamente 
. 
individualizadas o individualizables"

i".tiJrf" ¿j. Con relación a loi datos privados patrimoniales establece 1o siguiente:
)ior ¿rto*'a" personas físicas o jurídicas que rwelen, describan o esúimen su situación

p"Uiári"f, si solvenci¡ económica o el cumplimiento de sus obligaciones comerciales

I frnarrcieras, podrán sir publicados o difunilidos solamente: a) cuando esas personas

irubiesen otorjailo autorización expresa y por escrito para que se obtengan datos sobre

.f *-pli.l¿"io de sus obligacionei no reclamadas judicialmente; b) cuando se trate de

inforniaciones o calificaciones que entidades estatales o privadas deban publicar o dar

a conocer en cumplimiento de disposiciones legales específicas; y, c) cuanrlo consten en

las fuentes públicas de información" (articulo 5)'---- -. -"------
zz.-^sin lugar a dudas, la información solicitada por e1 señor Vargas_Télles

sobre la "cantidaá de empleados contratados y nombrados, con sus nombres y

"p.iiao* 
(y) puestos de traba¡o" s-e tratl de dalos personales prlblicos que deberían

/
r j,., jt: i..i1v -: - , ¡. I rir.r ,f.
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en estudio ser
a fin de que cte una

ia. laS

NUÑEZ R.

;)

, \5 muy dificil calificarla como dato sensible; por el contrario, es

sin lugar a dudas sirve para estimar, junto con otra información, su

nial o su solvencia económica. Por lo tanto, bien puede sostenerse

ón es un dato personal patrimonial'-
de acuerdo ion las disposiciones legales ya citadas, los

personal pueden ser publicados o difundidos cua¡rdo consten

fuente s cas de información. A1 no haber disposición legal que defina lo que es

que están en su poder y las personas que lo ej ercen,---------
30.- Que, en consecuencia, como la información sobre el sueldo de los

funcionarios del Estado necesariamente debe constar en alguna de sus dependencias,

se trata de un dato personal patrimonial que puede ser publicado o difundido.--------
31.- Que, a mayor abundamiento, como han ilustrado los Amigos del Tribu¡ial

a esta Corte Suprema de Justicia t'existe una clara tendencia en el mundo democrático
a considerar el libre acceso a los registros de información patrimonial como esencial
para garantizar la integridatl y credibitidad del gobierno. Dicho acceso público
representa uha restricción justificable,y responsable al derecho de tales funcionarios a

mantener la conliilencialidad de su información patrimonial, especlalmente en relación
con los ingresos que perciben de las arcas públicas. Asumir un cargo público y ser

rlepositario de la conlianza pública exigen que este interés en resguardar la intimidad
ceda en cierta medida en favor rle la obligación de rendir cuentas a la comunidad!'.-----

32.- Por las razones expuestas precedentemente, y oído el parecer del

Ministerio Público, la acción de inconstitucionalidad incoada contra el Acuerdo y
Sentencia No 78 de fecha 16 de Julio de 2008 dictado por el Túbr¡nal de Apelación en

Io Civil y Comercial, Quinta Sala, debe prosperar, correspondiendo se declare la
nulidad de ,la misma. En lo concerniente a la S,D.No 105 del 13 de marzo de 2008

dictada por la Jueza de Primera Instancia en lo Civil y Comercial del Cuarto Turno,
conforme a la opinión vertida referente a la suerte de la resolución de

implicancia de su consiguiente nulidad - cuyo efecto es el de retrotrae¡ las

al momento anterior de dicha resolución - nos encontramos con r¡na reso

datos
en las

una ..fuente pública de información" y al estar los jueces obligados a juzgar aún en

caso de silencio, obscuridad o insuficiencia de las leyes (artículo 6, código civil),
debe realizarse una interpretación judicial. Quienes ejercen el periodismo gozan de la
prerrogativa de no estar obligados a "revelar sus fuentes de informaciónl' (artículo 29

de la Constitución); esto es, las personas o los documentos en los que se originó o de

quienes o dónde provino la información que difunden. Estas personas o documentos
pueden ser privados o públicos. "Público" es lo 'rperteneciente o relativo a todo el

pueblo" (Cfr, Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia Española,
vigésima segunda edición). De acuerdo con e-l artículo 3 de la Constitución: r'El

pueblo ejerce el Poder Púbtico por merlio del sqfragio, El gobierno es ejercido por los

poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial en un sistema de independencia, equilibrio,
coordinación y recíproco control"..Así, las "fuentes públicas de información" son esos

tres poderes que ejercen el gobierno del pueblo; o más precisamelte, los documentos

ryla
:iones
ón de

primera instancia apelada. Por dicha razón y conteste con la opinlón de este

en casos similares, no corresponde aún el estudio referente a¡su constitucionl
este estado, de conformidad al artículo 560 del CP-C, los au

pasados al T¡ibunal de Apelación que siguen-.en:brden de tu

Qlohw*

nueva resolución, En sob¡e la

HAMSSI-bSCAR A. t, VAVAI,



A su tumo la Doctora BAREIRO DE N1ÓDICA dijor El Defensor del Pueblo de Ia

República, Abogado Manuel María Páez Monges, bajo patrocinio de Abogados; en

reniesentación del Señor José Daniel Vargas Telles, promueve acción de

inconstitucionalidad contra el Ac. y sent. No 78 del 16 de julio de 2008 üctado por el

Tribunal de Apelación en 1o Civil y Comercial, 5ta. Sala de la Capital, en el. marco del

juicio caratulaá o: ,,Defensoría del Pueblo c/ Municipalidad de san Lorenzo^ s/ amparo",

por el cual se resolvió confir¡nar Ia S.D. N" 105 de fecha 13 de ma¡zo de 2008 dictada por

la Jueza de Primera Instancia en lo Civil y Comercial del Cuarto Tumo'--'-----'--
El accionante alega que se ha visto conculcado el derecho humano de accedet, a la

información pública oportunamente solicitada, en razón de un estudio superficial y

caprichoso de la causa, así como también una aplicación incorrecta e irrazonable de las

diiposiciones legales aplicables' Que los datos acetca de los salarios de los f,rncionarios

priúlicos de una municipalidad constan en fuentes públicas de información, y en

consecuencia pueden ser proporcionados a cualquier ciudadano en base a los reglamentos

intemacionalei ratificados por el Paraguay como ser la Convención Americana sobre

I)erechos Humanos o Pacto de san José de costa Rica (Art. 13); Pacto lntemacional de

Derechos Ciüles y Políticos (fut. l9); Convención de las Naciones Unidas contra la

Comrpción (Art . l3), etc.--------- 
El Ac. y Sent. No ?8/08 dictado por el Tribunal de Apelación en Io C vil y

Comercial, Quinta Sala determinó textualmente cuanto sigue: "...E1 ArL 40 de la
Constitución Nacional establece que el derecho a peticional q las autoridades es un

derecho, pero, debe hacerse según las modalidades que Ia ley determine". La propia

constitución Nacional establece que el límite a ese derecho debe establecerse por Ley. Y,

Ia Ley N" 1682/00 en sw Articulos 4o y 5'y su modificatoria la Ley N" 1969102' establece

que ástos datos solicitados, cuando se refietan al patrimonio, deben tener Ia autorización

del afectado. EI hecho de pedir dañs de los sueldos de terceras personas tiene su

contrapeso jurídico en el derecho constihtcional a la intimidad, por tanto, al condicionar

ta ley a ia autorización de los afectados, la petición realizada por vía amparo

constitucionales improcedente aI no adecuarse al Art. /34 en la parte que dice que se, vea

afectado por un 
-acto 

" manifiestamente ilegítimo", La denegación de parte de la
Muntctpaitdad de San Lorenzo de proveer dicha información se ajusta estrictamente a la

Constitución Nacional y la Ley N' 1682/00 ".
Recordemos que la presente acción de inconstitucionalidad tiene como antecedente

Ia negativa de la Municipalidad de San Lorenzo de proporcionar a1 Señor José Daniel

Vargis Teues copia impresa de la cantidad de empleados contratados y nombrados, con sus

norribt"r y apellidos, puestos de trabajo y salarios respectivos de dicho municipio. A raiz de

dicha nelativa, el mismo, a través de la Defensoría del Pueblo, presentó un recurso de

u-p*o *t. la jurisdicción civil y comercial que fuera rechazado tanto en primera como en

segunda instancia.-----
En el ejercicio de los derechos tanto de información como de libertad de expresión,

en la medida Jn que los hechos sobre los que se informe u opine afecten a petsonas,- tarito

fisicas como juridicas, puede producirse un conflicto con el derecho al honor de los

implicados.--- ----------'.
El honor, es un concepfo juridico normativo cuyo contenido debe quedar delimitado

conforme a las normas, valo¡ei e ideas sociales vigentes en cada momento. Ampara la

buena reputación de una person4 protegiéndola frente a expresiones o mensajes que la

hagan deimerecer en la consideración ajena al ir en su descrédito o menosprecio,------*
Hay que sefialar que tanto el Derecho a la lnformación como el Derecho al Honor,

son todos dáechos fundamentales; es por ello que en caso de conflicto, procede aplicar

pam su resolución técnicas de ponderación constitucional, teniendo en :lent¿. las

circunstancias del caso, pero sin perder de vista el papel estratégico que juega el derecho a

lainformacióncomoga¡antedelaformulacióndeunaopiniónpúb1icaiibre'--;-
En este sentido, en caso de conflicto, el primer elemento que debe valorarse es el

interés eeneral de la información o la relevancia pública de las pelsonas irnplica'. 'lll"'
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s. La proyección prlblica se reconoce en.general por razones
ipolítica, por la profesión, por la relación con un importante

diversas:
suceso,

por Ia
por la

económica y por la relación social, entre otras circunstancias.

Los Artículos 26 y 28 de nuestra Constitución, además de consagrar el derecho ala
de expresión y a comunicar o recibir libremente información veraz, garantizan un

constitucional: la formación y existencia de una opinión pública informada, pilar de

una sociedad libre y democrática.
En el caso sometido a análisis vemos que la información es relevante para el

y 5o de la Ley No 168?/02
en el Ac, y Sent. N" 78/08,

público, es veraz y no resulta injuriosa para los afectados, por lo que priman_las referidas

iib"rtrd"r de información sobie otros derechos individuales, creando así un ámbito

generoso para que pueda-n desenvolverse sin temo¡.-------------
Por otro lado, analizando estrictamente los Arts. 4o

(modificados por Ley N" 1969/02), que fueran mencionados

vernos que los mismos disponen cuanto sigue:

A¡ticulo 4: Se prohíbe dar a publicidad o difundir datos sensibles de personas que

sean explícitamente individualizadas o individualizalles.
se consideran datos sensibles los referentes a pertenencias ¡aciales o étnrcas,

preferencias políticas, estado individual de salud, conücciones religiosas, filosóficas o

morales; intimidad sexual y, en general, los que fomenten prejuicios y discriminaciones, o

afecten Ia dignidad, la privacidad, la intimidad doméstica y la imagen privada de personas o

faurilias

Artículo 5: Los datos de personas fisicas o jurídicas que revelen, describan o

estimen su situación patrimonial, su solvencia económica o el cumplimiento de sus

obligaciones comerciales y financieras, podnin ser publicados o difundidos solamente:------

a) Cuando esas personas hubiesen otorgado autorización expresa y por escrito para

que se obterfgan datos sobre el cumplimiento de sus obligaciones no ¡eclamadas
judicialmente;

b) Cuando se traie
privadas deban publicar o

de informaciones o
dar a conocer en

calificaciones
cumplimiento

entidades estatales o

disposiciones legales
que

de

Por su parte, el Art. 2, pánafo segundo de la Ley N" 1682/01 (texto actualizado)

menciona que las fuentes públicas de información son libres para todos. Torla persona

específrcas; y,
c) Cuando consten en las fuentes públicas de información.---

tiene derecho al acceso a los datos que se encuentren asentados en los reg¡stros

Así pues, y en vista a las disposiciones legales trariscriptas, se observa
juzgadores dictaron una resolución que claramente resnlta contra legen, porqte en

contradice lo dispuesto en la norma vigente aplicable al caso, que

las fuentes públicas de información son de libre para todos.

En efecto, la discrecionalidad
puede ser admitidq porque no es dable omitir la ley,

y los jueces

los
lse
que

conforme a la ley.
soslayar su aplicaci

UÑEZ H.rW
DR. 0ScAR A, Pf,lvA YALDoYIN0Stla[enh"a

po!
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Porlomanifestadgprecedentement,e,debeadmitirselaacciónde
inconstitucionalidad planteada y debe declararse 1a nulidad del Ac. y sent. No 78 de fecha

ie J".iJi" de 200d del Tribunal de Apelaciones en lo Civil y Comercial, 5ta. Sala de

Asuncitn. En cuanto a las costas, las mismas dbben ser impuestas en el orden causado por

tratarse de una cuestión no resuelta anteriormente. El expediente debe seguir el Úámite

A su turno el poctor BLANCO dijo: lns votos emitidos hasta ahora por los ili¡stres

componentes de la óorte Suprema de Justicia son de alto valor cientffico, los cuales no

puedio aceptar o rechazar, en este estado del procedimiento porque:

l. 
-La 

naturaleza del Amparo es de carácter sumarísimo, y tiene pof fin adoptar "las

medidas de urgencia" mas elementales, de tal suerte que el impetrante pueda acceder con

-"yo. t *q"if]¿"d al juicio ordinario. Es por ello que el efecto j'rídico de toda sentencia

;;áfi";.lh.ur"r"u d"l valor de 'lcosa juzgada". Ergo, en el presente caso, la Acción de

lnconstitucionalidad üene por fin únicamente Iemover, si conesponde, la firmeza del fallo

ernitido en las 2 primeras instancias, que si se sigue, permitirá un nuevo juzgamiento en el,

o los grados inferiores de la estructurajudicial'-------
2. De las actuaciones ob¡antes in autos, el impetrante - José Daniel Vargas Telles -

simplemente peticionó amparo pidiendo la exhibición.de los datos relativos al personal

Á*ii"ip"f ufe"tudo, sin expticitar cuales eran los motivos justificantes de la "urgencia"

r.qu.ridu constitucionalmente, lo cual pudo ser un ücio insuperable al momento de

juzgarlo'Porlodemás,noencuentfolespuestaaensayalparaelsupuestoqueelampafo
fueá concedido favorablemente y la parte afectada, acto seguido, se presentará a pedir

orevisto en el Art. 560 del C'P.C' Es mi voto'

juicio ordinario, ya que el pronunciamiento d9 aqugl lto car¡s4 9sta(lO.:

argum€nto. ES MMTO'

'- 3. iu iuftu'¿" Áotivación requerida al accionante tropieza también con la
peculiaridad de haber sido formulada én témrinos genéricos, 1o cual, a mi juicio, resulta

inegular, po¡que en este asunto de los Convenios Internacionales vigentes, se admiten

excepciones (ej: secreto de Estado, Habeas Data).------:------------- --*--:--' 
a. Conóhyendo, encuentro que la vía del Amparo, escogida por el recurrente, puede

ser también motivo de impugnación como medio legal idóneo, en ei escenario

jurisdiccional que corresponda, siendo que existen las- vías procesales adecuadas para

iirimir esta clase de situación, como sef Lacontenciosa-administrativa o habeas data.--*--
por lo tanto, soy del parecer que, de conformidad al artfculo 579 del código de

procedimientos civiles, corresponde ANULAR los fallos recurridos, para que el órgano

¡urisdiccional que lo reemplace, analice y juzgue conforme al cuestionario, y no con el

to"¿. a" lo, mis-os, contenido en los-votos precedentes; por lo que el reenvío debe-ser a1

Tribunal de Apelaciones que le sigue en €l orden de tumo al que dictara la resolución

recurrida, conórdando con la imposición de las cost¿s en el orden causado, con ei mismo

A su tumo la Magistrada Fftft-lnZ GONZALEZ dijo: Que adhiere al voto del

distinguido preopinante poi los mismos fundamentos, Y agrega que la cuestión resuelta en

la prÁente 
-acci-ón 

vienl a establecer con claridad el alcance del derecho a accedet a

informaciones que se encuenhan bajo el controi del Estado o en fuentes de carácter público,

lo que vendría a poner fin a las diversas corrientes que se genefalan al respecto.--------------
^ 

La existencia de disposiciones contenidas en la Constitución Nacional, en tratados

internacionales y leyes 'que rigen nuestra República, así como antecedentes

"on.l*ión 
que la iesolución objeto de inconstitucionalidad fue dictada sin tenel en cuenta

dichos antecedentes y po¡ consigüente amerita la anulación de la misma y el reenvio a los

efectos de que otro Tritunal'dicte resolución en relación a la apelación interpuesta contra la

S.D.N" l05del 13dernarzode2008.--------- ---------"'/l/ "'

jurisprudencialer qo" iu han-establecido la procedencia d-. 
^di"lo 

acceso, nos llevan a la

10
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su tumo el Doctor PAM VALDOVINOS dijo: Adhiere al voto del

preopinante por compartir los mismos fundamentos expresados en su

los Doctores wtÑBz R0DRÍGUEZ, To KIRM E&
coRREA y VILLALBA FERN/INDEZ, se adh

preopinirnte, Eoctor los mismos

IVA VALDOVI

mí, deante

c|/rehfi¡a ,Áara1Qo6ft41

Con lo que se dio por terminado el

11



SENTENCIA NÚWROT {trO6' -
'..,

As'nción, tb de oc\,¡late del 2'013.-

Y VISTOS: Los méritos dei Acuerdo que anteceder! la

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
RESUELVE:

HACER LUGAR a la Acción de Inconstitucioglid."d^ p:"T"-ttdl)
.oor*"ti-iii""ñ'"*"r"**ri¿"i ¿"iÁ'""¿o v sentenciall" 1* 

d'f::lilÍ-* ill: 1:
;";t-:;ffi;";;Tüü;il;;;ñi"o.s "n 

lo civil y comercial Quinta sala, de

la Capital.

IMPONER las costas en el orden causado'

REIVIITIR estos autos al Tribunal de de {umo a

de oue se dicte una nueva resolución, de 560 del C.P

ñontnou*

/i"'u"E'

'r'€i.,uj
rE',T.e$l'lltTÉ

W;I

t?


